




CCASM

Causa Nº 762/2006. 

“De Vedia, Julia Elena c/ Estado Provincial s/ Pretensión Indemnizatoria”.-

Juzgado de origen: Juzgado  de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Departamento Judicial de San Martín.-

En la ciudad de General San Martín, a los_28_días del mes de octubre de 2.010, se reúnen en acuerdo ordinario los señores Jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, estableciendo el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Hugo Jorge Echarri, Jorge Augusto Saulquin y Ana María Bezzi, para dictar sentencia en la causa Nº 762/06, caratulada “De Vedia, Julia Elena c/ Estado Provincial s/ Pretensión indemnizatoria”.

ANTECEDENTES

I.- A fs. 432/444 vta. el Juez titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 Departamental dictó sentencia rechazando la acción intentada por la Sra. Julia Elena De Vedia.

Asimismo, impuso las costas en orden causado y difirió, para el momento de quedar firme y consentida la sentencia, la regulación de honorarios.

Para así decidir consideró lo siguiente:

1º) Constancias del sumario instruido bajo el número 1/05:

a) a fs. 1 luce un informe signado por la Secretaria de la Cámara actuante, en el que manifiesta lo que le fuera relatado por el Dr. Ottaviano respecto de los actos supuestamente desplegados por la aquí actora en los autos: "Castorina c/ Bank Boston s/ Daños y Perjuicios".

b) a fs. 2 obra orden de instrucción del sumario y a fs. 3 orden de recibir declaraciones testimoniales y de adjuntar copias de las actuaciones judiciales cuestionadas, las que lucen a fs. 4/7.

c) a fs. 8 se encuentra agregada declaración de la Sra. De Vedia.

d) a fs. 9/15, 19/21, 23 y 29/31 obran diversas declaraciones testimoniales.

e) a fs. 33 luce el auto de imputación la Sra. De Vedia, por el que se le imputa inconducta notoria y falta grave que afecta el prestigio del Poder Judicial, como consecuencia de las consideraciones de hecho allí realizadas. De dicho auto la imputada se notificó en forma personal a fs. 33 vta.

f) a fs. 37 obra constancia de abstención de declarar que formulara la posteriormente sancionada, momento en el que contó con asistencia letrada.

g) a fs. 38 del sumario se corrió vista del sumario a las investigadas.

h) a fs. 41/42 obra el descargo efectuado por la Sra. De Vedia.

i) a fs. 45 luce escrito de ofrecimiento de prueba testimonial, y a fs. 46 el interrogatorio, habiendo sido desmerecido por inconducente el ofrecimiento de dicha prueba a fs. 47, con base en lo dispuesto por el art. 362 del Código Procesal Civil y Comercial.

j) a fs. 48/52 luce resolución definitiva del sumario en la que se aplica a la Sra. De Vedia la sanción de cesantía.

k) a fs. 59/61 fue agregado el recurso de reconsideración interpuesto por la aquí actora.

l) a fs. 65/66 obran los informes de los Sres. Jueces actuantes Dres. Krause y Malamud, respecto de las imputaciones de falta de ecuanimidad planteadas por la Sra. De Vedia en su recurso.

ll) a fs. 67 luce resolución por la que se decide no apartar de la cuestión a los jueces ya citados.

m) a fs. 68/69 obra resolución rechazando el recurso de reconsideración deducido.

2º) Atento la fecha de los hechos y de la conclusión del sumario dispuso aplicar las disposiciones del Título IV de la Ac. 2300/88 SCBA, el cual fuera derogado a partir del 1/12/07 por el artículo 163 de la Ac. 3354/07 SCBA.

3º) Respecto de la pretensión de anulación de la sanción determinó que la actora plantea que la sanción aplicada es ilegítima con base en dos argumentos: el primero de ellos atinente a la falta de fundamentación legal del acto, el segundo de ellos con base en la desproporción de la sanción aplicada. Y dispuso que:

a) No resultan aplicables a la actividad sumarial realizada por la Cámara de Apelaciones de San Isidro las disposiciones de los arts. 168 y 171 de la Constitución Provincial.

Dicha normativa establece en forma respectiva: "Los tribunales de justicia deberán resolver todas las cuestiones que les fueren sometidas por las partes, en la forma y plazos establecidos al efecto por las leyes procesales. Los jueces que integran los tribunales colegiados, deberán dar su voto en todas las cuestiones esenciales a decidir. Para que exista sentencia debe concurrir mayoría de opiniones acerca de cada una de ellas." y "Las sentencias que pronuncien los jueces y tribunales letrados, serán fundadas en el texto expreso de la ley; y a falta de este, en los principios jurídicos de la legislación vigente en la materia respectiva, y en defecto de estos, en los principios generales del derecho, teniendo en consideración las circunstancias del caso".

Dicha norma hace referencia a la forma en que deber llevarse a cabo la actividad jurisdiccional que despliega el Poder Judicial en orden a la delegación constitucional efectuada, por lo que no es aplicable al caso de autos, por cuanto éste último se refiere a la aplicación de una sanción en el ámbito de la actividad administrativa desarrollada por el órgano jurisdiccional.

b) La necesidad de fundar legalmente los actos originados en el seno de la administración, deviene del límite al poder de gobierno establecido en el artículo primero de la Constitución Nacional y su par de la Bonaerense, en cuanto se determina como forma de gobierno tanto federal como provincial la republicana.

Así lo ha dicho la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires: "La motivación de los actos administrativos, que constituye uno de sus requisitos esenciales, cumple dos finalidades: que la Administración sometida al derecho de un régimen republicano dé cuenta de sus decisiones y que éstas puedan ser examinadas en su legitimidad por la justicia en caso de ser impugnadas, permitiendo así una suficiente defensa de los afectados. Los motivos del acto aparecen en esta forma exteriorizados en la motivación" (SCBA, B 57763 Sentencia del 9-4-2008, voto del Dr. Negri en autos caratulados: Coman, Domingo Héctor c/ Provincia de Buenos Aires (Policía) s/ Demanda contencioso administrativa, entre numerosos antecedentes).

c) Es de aplicación a los hechos traídos lo establecido en la Acordada 2300/88 de la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires, por la cual se aprobó el Estatuto del Agente Judicial.

Dicha normativa en su título IV contiene el Régimen Disciplinario, determinando en su artículo 69 que: "El ejercicio de las facultades disciplinarias conferidas por la legislación vigente a los jueces de Primera Instancia, del Trabajo y de Paz se ajustará a las normas del presente Título. Las Cámaras de Apelación en el ejercicio de sus atribuciones disciplinarias deberán ajustarse, en lo pertinente, a las disposiciones de este Título".

Asimismo, en el art. 167 de la Constitución Provincial dispone: "Corresponde a las Cámaras de Apelación el nombramiento y remoción de los secretarios y empleados de su dependencia".

El requisito de validez del acto atinente a la necesidad de fundamentación legal se encuentra recogido en el precepto del art. 83 del Estatuto del Agente Judicial, que dispone: "Toda sanción disciplinaria deberá aplicarse por resolución fundada que contenga la clara exposición de los hechos que configuren la falta y la mención expresa de las normas en que se sustente. Del mismo modo se fundará la disposición por la que se imputen al agente las faltas que se le atribuyan".

d) No puede declararse la invalidez del acto atacado, ya que de la lectura del mismo se desprende claramente el hecho que los sumariantes consideraron probado en cuanto dice: "(...) el Dr. Martín Icazzati (...) fue recibido por la señora de Vedia, logrando de esta que ordenara a la señora Brond, escribir, de su puño y letra, la providencia copiada a fs. 6 vta., con plena conciencia en ambas, de la improcedencia de uno de los traslados a que se refiere, en virtud de haber presentado tardíamente el doctor Icazzati el memorial suscripto por el doctor Rufino." (Ver fs. 48 vta. párrafo segundo del sumario).

e) Vislumbró como agravante de los actos analizados el hecho de que la actora gozaba de la confianza de sus entonces superiores para la realización del trabajo que le había sido delegado, tarea que se encuentra comprendida dentro de las normales de la labor forense.

Ello, en relación con lo dispuesto en el considerando 2º de la resolución de fs. 48/52 de las actuaciones sumariales, en cuanto expresa: "Que -por el prolongado desempeño de ambas en sus funciones, entre las que es primordial el contralor de los plazos legales en los escritos que se presentan en la mesa de entradas-, ni la señora de Vedia ni la señora Brond desconocían la necesidad de confiar en dicho control, ni que tal confianza les era dispensada...".

En este sentido citó lo dispuesto por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires al decir: "La cesantía dispuesta resulta proporcionada a las faltas que se comprobaran si, además, se ha perdido la confianza en la agente depositaria de la misma tornando razonable la decisión de separarla del cargo, pues la buena fe-lealtad es un principio rector en las relaciones profesionales que se dan entre autoridades y empleados de una institución. Casi intangible a la valoración de quienes no pertenecen a la misma, hace a su esencia." (SCBA, B 50082 Sentencia 26-10-1999, Voto del Dr. Laborde en autos caratulados: "Pilomeno de Qüesta, Marta S. c/ Municipalidad de Morón s/ Demanda contencioso administrativa").

f) Se encuentra cubierto el recaudo referido a la mención de la cita legal que le da fundamento a la aplicación de la sanción, por cuanto al momento de resolver, los jueces expresaron: "(...) en ejercicio de las atribuciones que les son propias e irrenunciables (art. 167 de la Constitución; 70, 71, 72, 75 y 83 de la Ac. 2300/1988 de la Suprema Corte (...) EL TRIBUNAL, POR MAYORÍA RESUELVE: 1ª) Imponer la pena de remoción, por cesantía, de la agente señora Julia De Vedia (legajo197.241), a partir de la fecha de la presente resolución...".

El superior tribunal provincial tiene dicho que: "Si en los considerandos de la resolución se detallan suficientemente los hechos que configuran la causa de la decisión sancionatoria, se sustenta en antecedentes debidamente acreditados cuyos hechos encuadran en las normas legales que tipifican las faltas imputadas en el sumario y se encuentra integrado por los dictámenes emitidos por la Dirección Provincial del Personal de la Provincia de Buenos Aires, la Dirección de Sumarios, y por la Asesoría General de Gobierno, se configura un acto idóneamente fundado circunstancias que determinan la inexistencia del vicio de falta de motivación." (Fallo SCBA, B 54851 Sentencia del 11-3-1997, Voto del Dr. Juez LABORDE en autos caratulados: "Solari, Oscar Horacio c/ Provincia de Buenos Aires (Obras Sanitarias) s/ Demanda contencioso administrativa).

g) No ha sido ejecutada por la Sra. De Vedia en el sumario confesión alguna, contrariamente a lo que manifiesta la demandada en su escrito.

De la lectura del descargo presentado a fs. 40/41 de las actuaciones sumariales, que poco aporta a la resolución de las mismas, se desprende que no hay una confesión clara de los hechos que se le imputan, sino solamente una referencia vaga y poco concreta.

Ese era el momento en el que a la aquí actora se le resguardaba la oportunidad para ejercer su defensa y su derecho a ser oída; y que teniendo la posibilidad de negar los hechos que se le imputaban o de aclarar la situación en que se suscitaron, no lo hizo, dejando vacante el ejercicio de su derecho.

h) No obsta a lo antedicho el hecho de que el acto en cuestión haya hecho mérito de las declaraciones de fs. 8 y 9/10 de la actuación sumarial, por cuanto no sólo dicha cuestión fue saneada al momento de dictar resolución respecto del recurso interpuesto (ver fs. 68 último párrafo del sumario), sino también porque la restante prueba agregada permitía la resolución de la investigación en el sentido indicado.

i) Las declaraciones de fs. 8 y 9/10 nada aportaron a la resolución del sumario y que aunque las mismas no hubiesen existido, sea porque efectivamente no se hubieren producido o porque con posterioridad hubieren sido declaradas nulas, el resultado del sumario no se habría modificado. De ello da cuenta lo expresado en la resolución de fs. 68/69.

j) La oportuna solicitud y declaración de nulidad de la declaración de fs. 8 del sumario por parte de la aquí actora, no habría hecho decaer la resolución de fs. 48/52 del mismo, por cuanto la primera no era el único fundamento probatorio de la última.

4º) Respecto de la cuestión referida a la denegatoria del ofrecimiento de prueba efectuada por la actora estableció que:

a) Conforme las declaraciones que fueran adjuntadas a fs. 11/15, 19/21, 23 y 29/31 del sumario, los hechos imputados a la actora no eran susceptibles de ser rebatidos por la producción de la prueba testifical en la forma que fuera ofrecida. Ello, en virtud de que el cuestionario que luce a fs. 46 no estaba destinado a probar la existencia o inexistencia del hecho, sino solamente si el mismo sucedía por primera vez y la calificación jurídica que le merecía a los testigos, así como el concepto funcional que los testigos tuvieran de las imputadas, todas cuestiones inconducentes para la resolución de la cuestión planteada.

b) En dicho interrogatorio la parte no se reservaba el derecho de ampliarlo.

c) En la instrucción del sumario no se vio conculcado el derecho de defensa de las involucradas, toda vez que tuvieron la posibilidad ser oídas mediante la vista conferida y de ofrecer prueba, así como de contar con asistencia letrada, todo ello de conformidad con las disposiciones del art. 82 de la Ac. 2300/88 SCBA.

5º) En cuanto al segundo argumento traído por la actora por el cual considera irrazonable la sanción aplicada, tuvo en cuenta las previsiones de los artículos del capítulo 2 del título IV de la Ac. 2300/88 SCBA:

a) El artículo 70 establece las medidas disciplinarias imponibles, entre las que enumera a las correctivas: prevención, apercibimiento y suspensión de hasta treinta días; y a las expulsivas: cesantía o exoneración.

El siguiente artículo que lleva el numero 71 establece las causales de hecho para la imposición de las sanciones correctivas, determinando: "Son causas para aplicar las medidas enunciadas en el Apartado I incisos a), b) y c) del artículo 70 (léase sanciones correctivas): 1.- Incumplimiento del horario fijado por la autoridad competente. 2.- Falta de respecto a los superiores, abogados y demás auxiliares de la Justicia, litigantes y público en general. 3.- Retardo, negligencia o falta reiteradas en el cumplimiento de sus tareas o funciones. 4.- Inasistencias injsutificadas".

El artículo 72 reza: "Cesantía: Podrán sancionarse con esta medida las siguientes faltas: 1.- Ocultamiento de los impedimentos de ingreso o incompatibilidad o inhabilitación posteriores a la designación. 2.- Abandono del servicio sin causa justificada. 3.- Incumplimiento reiterado de horario, tareas o funciones. 4.- Inconducta notoria. 5.- Falta grave o reiterada de respeto a los superiores, abogados o demás auxiliares de la Justicia, litigantes y público en general. 6.- Incumplimiento de los deberes previstos en el artículo 66, salvo cuando origine las sanciones determinadas en el artículo anterior. 7.- Quebrantamiento de las prohibiciones dispuestas".

A su vez, el artículo 74 dispone: "Exoneración: Son causas para sancionar con esta medida: 1.- Sentencia condenatoria dictada en perjuicio del agente como autor, cómplice o encubridor de delitos que por su naturaleza impidan su permanencia en el Poder Judicial. 2.- Falta grave que afecte el prestigio del Poder Judicial o lo perjudique materialmente".

b) Del auto de imputación que luce a fs. 33 del sumario surge que a la actora le fueron imputadas dos faltas distintas, a saber: inconducta notoria y falta grave que afecta el prestigio del Poder Judicial.

c) Dicho acto no fue atacado por la actora en el sumario como tampoco en el presente litigio.

d) Las faltas imputadas, conforme la normativa citada, son pasibles de ser sancionadas con la cesantía y la exoneración respectivamente.

e) De la lectura de las declaraciones testimoniales producidas en el sumario (ver declaración del Dr. Sagués a fs. 19 y del Dr. Carbó a fs. 20/21 del sumario) se desprende que no fue probada la circunstancia del desprestigio que la conducta de la actora habría traído al Poder Judicial, así como tampoco un perjuicio material que este sufriera como consecuencia del accionar de la Sra. De Vedia.

f) En la resolución dictada en el sumario, a la imputada no le fue impuesta la sanción que correspondía a la falta grave que afecte el prestigio del Poder Judicial (esto es, la exoneración), sino la sanción que correspondía a la inconducta notoria (es decir, la cesantía) que la mayoría de los sumariantes encontraron configurada en el actuar de la Sra. De Vedia en cuanto a los hechos que se consideraron probados y que ya fueron reseñados más arriba.

Al respecto se ha expedido el superior tribunal bonaerense al decir que la inconducta notoria "se configura cuando se revela manifiestamente como un vicio moral en el modo de gobernar su vida o conducir sus acciones" (Sumario B 87813 SCBA en JUBA).

g) En el hecho de marras, el vicio moral del accionar investigado se ve expuesto en la actitud de la Sra. De Vedia al acceder a una petición de un letrado que era manifiestamente ilegal, todo ello en detrimento de la confianza que sus superiores le dispensaban.

h) No es viable el argumento de la actora en cuanto dice que se presenta en el "sub judice" un exceso de punición.

i) Para que se configurase un caso de exceso de punición o de irrazonabilidad en la graduación de la sanción aplicada, se requeriría que el sumariante, dentro del marco de sus facultades discrecionales, tuviera la posibildad de escoger entre una sanción correctiva y una expulsiva como sanción para una misma conducta, es decir, que tuviera marco para una elección entre sanciones de diversa gravedad.

j) Dicha condición no se encuentra presente en este caso de acuerdo con la normativa aplicable, dado que como ya expresara más arriba al acto imputado a la actora que fuera motivo de prueba, sólo podía aplicársele la sanción de cesantía.

k) No es óbice para determinar ello el hecho de que a las dos personas investigadas en el sumario se les impusieran sanciones distintas, dado que en su momento se les imputaron faltas distintas dentro del marco de las facultades que detentaba el sumariante.

l) La cesantía impuesta no puede anularse, toda vez que el acto que la dispone se encuentra debidamente motivado, ello de conformidad con las disposiciones del art. 83 de la Ac. 2300/88 SCBA y art. 108 del decreto ley 7647/70.

6º) Respecto de la indemnización reclamada por la actora, señaló: Toda vez que la cesantía ha sido decretada en forma legítima, y siendo que el salario constituye la contraprestación de las tareas prestadas en el marco de una relación laboral, tareas que en el caso no fueron ejecutadas por la Sra. De Vedia, el reconocimiento de salarios caídos es considerado improcedente.

7º) Respecto de la pretensión de la actora de que se le resarzan el daño moral y el daño psíquico sufrido.

a) En virtud de los términos en que se resolviera la nulidad planteada en los presentes, queda circunscripta la indemnización solicitada, a aquella que sea procedente por la actividad lícita del Estado.

b) El fundamento jurídico de la responsabilidad del Estado por actividad lícita se halla en la propia Constitución Nacional. Si bien es cierto que en ella no existe un artículo que atribuya responsabilidad reparatoria por el daño ocasionado, sí hay presupuestos que consagran la reparación de los derechos vulnerados. El principio rector lo encontramos en el artículo 16 de la Carta Magna al imponer la igualdad de los ciudadanos ante las cargas públicas.

c) Como contrapartida de este principio reconocido constitucionalmente se exige como requisito para que exista una reparación por el ejercicio de la actividad lícita, que quien lo reclame haya sufrido un sacrificio especial, ello pues las contribuciones exigidas a los habitantes deben ser equitativas y justas.

d) En el ámbito de la responsabilidad del Estado por su obrar lícito el factor de atribución comprende dos elementos: el sacrificio especial y la ausencia del deber de soportar el daño. Es decir, debe tratarse de un perjuicio que de ser asumido sólo por la víctima, generaría una violación a la igualdad frente a las cargas públicas.

e) Los presupuestos exigidos para que se configure la responsabilidad estatal son a) la existencia de un daño actual y cierto, b) la imputabilidad material de los daños al Estado  c) la relación de causalidad entre el accionar del Estado y el perjuicio, d) necesidad de que se configure una sacrificio especial en el perjudicado por el accionar legítimo del Estado junto a la ausencia del deber de soportar el daño.

f)
No se hallan reunidos los presupuestos exigidos para que nazca la obligación del Estado de reparar.

g) En el caso, que al no configurarse el sacrificio especial, elemento necesario para que el estado se encuentre obligado a responder en el campo de la actividad lícita, la pretensión por daños y perjuicios planteada debe ser desestimada.

II.- Contra dicho pronunciamiento la parte actora –por intermedio de apoderado- interpuso recurso de  apelación (fs. 449/466). Luego de referirse  al objeto de la apelación (fs. 449), a los antecedentes del caso – la demanda y su pretensión- (fs. 449/450), y a los hechos y las pruebas (fs. 450 vta.), y previo a relatar el reclamo indemnizatorio efectuado (fs. 464/465 vta.), expuso el siguiente agravio:

Que el juez a quo rechazó el planteo de ilegitimidad del acto pese a los cuatro argumentos que se esgrimieron en la demanda (fs. 450 vta. /464).

En primer lugar, expuso haber alegado cuatro razones para la revocación del acto mientras que el juez de grado sólo se refirió a dos de ellas.

Aclaró que las razones dadas por su parte fueron la irregularidad del trámite, la ausencia de fundamentación legal, la falta de acreditación de la imputación efectuada a la actora y el exceso en la imputación y en la punición.

En cuanto a la primera, la irregularidad del trámite, expresó que la declaración de la accionante fue anterior al auto de imputación, por lo que la base del pronunciamiento carece de valor para dar pie al mismo, sin que se pueda sostener la decisión a pesar de que el juez haya entendido que –aún prescindiendo de ella- el resultado del sumario no se habría modificado.

Agregó que el juez de grado guardó silencio sobre su planteo respecto del auto de imputación, considerado nulo en la demanda por carecer de toda fundamentación legal sobre la falta, pese a haberse citado el art. 82 2da. parte de la Ac. 2300 de la S.C.B.A que fija el deber de fundar la disposición por la que se imputa a la agente la falta.

Expresó que tampoco se reparó en que el Dr. Krause prejuzgó al decir que no consideró la posibilidad de un pase, en tanto la única posibilidad que entonces quedaba era la expulsión antes de oír a la agente.

Continuó con que el debido proceso adjetivo fue vulnerado.

Dijo que no pudo contar la actora con patrocinio letrado y que se prohibió producir prueba, aspectos menospreciados por el juez a quo. Destacó que el magistrado apelado dijo que en el interrogatorio presentado por su parte no se había reservado el derecho de ampliar, lo que encontró errado la apelante resaltando que los derechos no se reservan sino que se ejercen en la forma y oportunidad debidas.

También cuestionó que la sentencia recurrida no se haya referido a la sanción recaída sobre los Dres. Icazatti y Viggiolo, en tanto ellos no habían sido parte del procedimiento sumarial.

Cuestionó la celeridad impresa al trámite sumarial, con notificaciones realizadas con habilitación de días y horas, mientras existía un atraso general en los distintos procesos judiciales que ameritaba abocarse a éstos. Agregó que la sanción fue comunicada a la Corte antes de que adquiriera firmeza y que la decisión expulsiva fue tomada mediante una mayoría circunstancial. Todas estas cuestiones, adujo, merecieron un llamativo silencio por parte del Juez a-quo.

Seguidamente, se refirió a la segunda causa de anulación –ausencia de fundamentación legal del acto- diciendo que el pronunciamiento apelado citó un fallo de la Corte inaplicable en la especie. En efecto, dijo que la causa B 54851 establece una serie de requisitos para sanear los vicios del acto administrativo, exigiendo que el sumario se encuentra integrado por los dictámenes emitidos, pero en el caso  no existe ningún dictamen. Expresó que el acto debe fundarse en el texto expreso de la ley bajo pena de nulidad, conforme arts. 161 atr 3, ap. b y 171 de la Constitución Pcial., 83 de la Ac. 2300 SCBA y arts. 20 y 923 del C.C.

Dijo que al examinarse cuestiones esenciales separables es menester que todas estén fundadas en ley individualmente, conforme las causas Ac. 37632 y Ac. 35161 SCBA. Sin embargo el acto careció de fundamentación legal concreta.

Expresó –con cita en el fallo de la SCBA P 62978- que la cita masiva de normas no cumple la fundamentación legal exigida por el art. 171 de la Constitución Pcial., en tanto la previsión supra legal busca posibilitar al administrado desentrañar las razones del acto que impugna.

Dijo que el art. 83 de la Ac. 2300 impone la necesidad de indicar el texto expreso de la ley sin que alcance la expresión del número o de los principios aplicables.

Manifestó que la falta de la debida fundamentación legal es sancionada por los arts. 81, 82 y 83 de la Ac. 2300 y 168 y 171 de la Constitución Pcial. Estando desprovisto de los elementos esenciales de cualquier acto administrativo, debe anularse el acto y revocarse la sentencia de grado.

Continuó refiriéndose a la tercera causa expresada en la demanda, a saber, la falta de acreditación de la imputación.

Al respecto expresó que las cuatro declaraciones testimoniales fueron categóricas en cuanto a que no existió la inconducta notoria y que el prestigio del Poder Judicial no resultó afectado por la falta cometida. Al efecto,  transcribió fragmentos de las declaraciones del Dr. Alonso –presidente del Tribunal de Disciplina del Colegio de Abogados de San Isidro- quien expresó que la cesantía generó disconformidad en el foro de San Isidro al entender que la sanción era excesiva, máxime al no haber perjuicio a los letrados; dicho letrado desconoció que haya generado inconvenientes o afectación al prestigio del Poder Judicial. Aseveró que, en consecuencia, el vicio moral que el juez le enrostra a la demandante no existe.

Explicó que le testigo Kervokian, oficial mayor del Juzgado Civil y Comercial N° 10 de San Isidro, expresó que la cesantía se debió a un error administrativo de la actora  y consideró que una falta de esa características de ninguna manera afectó el prestigio del Poder Judicial. Señaló que el testigo Montes de Oca se refirió,  en igual sentido, expuso sobre el buen concepto del que gozaba la actora y contó que los Dres. del Estudio Jurídico que pudo resultar perjudicado le manifestaron que consideraban la sanción exagerada. Mencionó la declaración del Dr. Trotta –ex presidente del Colegio de Abogados de San Isidro- en cuanto este entendió que no hubo perjuicios por la falta, que la sanción fue desproporcionada y que no se afectó el prestigio del Poder Judicial.

Continuó criticando la imputación de “inconducta notoria” refiriéndose a las declaraciones expuestas en el sumario administrativo, del Dr. Guillermo Ernesto Sagués y del Dr. Pedro Alberto Carbo.

Recordó que el juez expresó que la inconducta notoria se presenta al revelarse manifiestamente como un vicio moral en el modo de gobernar su vida o conducir sus acciones, citando la definición de un fallo de la Corte sacada de contexto. Dijo que, en el caso,  no se probó la causal de inconducta notoria y que no está en su patrimonio ese modo de accionar, tanto en su vida privada como en su trabajo. Señaló que la inconducta notoria constituye un grado más avanzado que la mera inconducta.

Ante el vicio moral encontrado por el Juez a-quo se preguntó si el razonamiento de los dos camaristas que votaron por una sanción correctiva había fallado, concluyendo que no.

Finalizó diciendo que las evidencias objetivas, concordantes, precisas y de uniforme sentido indican que el prestigio del Poder Judicial no resultó lesionado y que no se incurrió en una inconducta notoria.

Respecto de la cuarta causa alegada –exceso en la imputación y en la punición- expresó que el juez razonó que el exceso en la punición se configura cuando se elige la sanción más grave pudiendo elegir otra más leve. Explicó el apelante que el auto de imputación fue suscripto por un solo camarista y que en éste se consideró una descomedida acusación fijando dos posibilidades expulsivas, en contra de lo ponderado por los testigos que declararon en la causa. Mencionó fragmentos de las declaraciones del Sr. Kevorkian, Montes de Oca y Trotta.

Concluyó en que el exceso en la punición se debe a un exceso anterior configurado al ser imputadas dos faltas por el mismo hecho.

Continuó fundando el capítulo de su recurso exponiendo que el acto contiene un vicio en su motivación. Ello, en tanto la interpretación razonable de los hechos sucedidos y la fundamentación jurídica del acto no fueron realizados.

Cuestionó que el auto de imputación no evaluó la reiteración, reincidencia o existencia de antecedentes desfavorables de la agente, pese a que era la primera y única falta cometida en 33 años de carrera. De lo que se desprende que la imputación y la punición fueron irrazonables y excesivas. Citó jurisprudencia sobre la existencia de arbitrariedad ante la falta de fundamentación adecuada al aplicar una sanción expulsiva frente a una correctiva.

Criticó que el Juez a-quo haya considerado que los sumariantes no hicieron más que aplicar la normativa vigente, ya que el plexo probatorio del sumario se correspondía con una solución distinta.

Destacó que la actora admitió la equivocación y pidió disculpas al Tribunal; que fue la única falta cometida en su carrera; que el hecho no tuvo trascendencia pública; aseveró la inocuidad de la acción de la actora y que no existió perjuicio alguno. Transcribió la opinión de la minoría que dictó que acto y concluyó en que la pena fue exagerada. En tanto la totalidad de las constancias indican que la solución dada fue arbitraria.

III.- A fs. 467 el Juez a-quo concedió el recurso en relación y confirió traslado del mismo a la contraria por el término de cinco (5) días.

IV.- A fs. 470/474 vta., la parte demandada contestó el traslado conferido. En lo sustancial adujo que el recurso de apelación resulta improcedente e infundado. Ello, por las siguientes razones:

Se incorporaron cuestiones novedosas que no fueran planteadas en primera instancia (vicios en el procedimiento administrativo, cfm. fs. 471/471 vta.).

a) Se elude la gravedad de la falta disciplinaria que fuera confesada por la actora (cfm. fs. 472/472 vta.).

b) Se insiste con argumentos que fueron rechazados por el juez de grado (falta de fundamentación legal del acto de cesantía y exceso de punición, cfm. fs 472 vta./474).

c) Hizo referencia a la apelación adhesiva requiriendo que, en caso de corresponder, sean atendidos los argumentos dados en la contestación de demanda.

V.- A fs. 479/480 este Tribunal realizó el examen de admisibilidad del recurso interpuesto por la actora, concediéndolo con efecto suspensivo y llamó autos para sentencia.

VI.- El Tribunal estableció la siguiente cuestión:

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

VOTACION

A la cuestión planteada el señor Juez Hugo Jorge Echarri dijo:

1º) Previo a entrar al tratamiento de los agravios vertidos por la parte actora quiero comenzar con un análisis de la naturaleza, tanto de la cuestión debatida en el sub-lite en su relación con la función administrativa, como en relación a esta  sub-parcela del derecho administrativo que resulta ser la responsabilidad administrativa o disciplinaria inherente a la función y al empleo público.

En relación a la cuestión de la función administrativa se ha dicho acertadamente que la división de poderes (funciones propiamente dichos) entre los órganos que constitucionalmente tienen asignado el gobierno de la República no resulta absoluta, en tanto y en cuanto, a pesar de otorgar la constitución a cada rama de los poderes constituidos una funcionalidad específica, en aras de evitar toda concentración del mismo, de acuerdo al principio mencionado que acoge nuestro sistema político-jurídico – Estado Constitucional Democrático - también se le otorgan a cada rama de gobierno, subsidiariamente y residualmente, otras funciones propias de los otros poderes. Así ocurre concretamente con la función administrativa, tarea propia del Poder Ejecutivo, pero que también es desarrollada por el Poder Judicial y el Poder Legislativo.

Es en este marco funcional – el de la función y competencia administrativa, en el caso de naturaleza disciplinaria – en el que debe ventilarse la controversia que nos ocupa. Los integrantes de la Excelentísima Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro que han impuesto – en decisión ciertamente dividida y por mayoría - a la actora la sanción objeto de litis han actuado, no como jueces, sino como órgano administrativo en el marco de la función administrativa; en esto han estado contestes ambas partes al elegir y consentir esta jurisdicción contencioso administrativa para dirimir la controversia que los tiene como partes (Cfr. Art. 166 último párrafo CPBA).

De resulta de lo cual en dicha actuación los jueces no actúan guiados por el principio de imparcialidad – propio y exclusivo de la función jurisdiccional, Cfr. Art. 75 inc. 22 C.N.; art. 8 Convención Americana Sobre Derechos Humanos; Art. 10 Declaración Universal de Derechos Humanos; Art. 14 Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos; Cfr. Bidart Campos, Germán J., “Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino”, T II, pág. 319 –, sino por el principio de jerarquía – propio de la función y organización administrativa y que comprende entre sus principales facultades las de dirigir, vigilar y controlar la actividad de los órganos inferiores (Cfr. Cassagne, Juan Carlos, “Derecho Administrativo”, T I, pág. 184 y ss.).

2º) La segunda cuestión que creo metodológicamente oportuna tratar es aquella relativa a la naturaleza de la responsabilidad administrativa o disciplinaria que trasunta la cuestión objeto de litis.

No se encuentra en discusión por parte de la doctrina mayoritaria – Cfr.  Bielsa,  Rafael, “Derecho Administrativo y Ciencia de la Administración”, T II, pág. 143 y SS.; Villegas Basavilbaso, Benjamín, “Derecho Administrativo”, T III, pág. 528 y ss.; Marienhoff, Miguel S., “Tratado de Derecho Administrativo”, T I, pág. 165 y ss., y  T III-B, pág. 424 y SS.; Diez, Manuel María, “Manual de Derecho Administrativo”,  T1, pág. 86 y ss.; Soler, Sebastián, “Derecho Penal Argentino”, T I, pág. 4 y ss. - que la potestad disciplinaria, propia e inherente de todo órgano estatal que actúa como empleador en el campo de la función y empleo público, tiene una naturaleza correctiva y represiva que lo emparenta con los principios del derecho penal, en general, y con el proceso penal en especial.

La estructura del procedimiento administrativo disciplinario tiene un claro correlato con la estructura del procedimiento penal donde hay primero un procedimiento de investigación – información sumarial en el procedimiento administrativo, sumario de conocimiento en el proceso penal; auto de imputación de la falta disciplinaria símil al auto de imputación criminal en materia de delitos penales, y finalmente una resolución de condena que impone una sanción (correctiva o expulsiva) disciplinaria o absuelve, símil, a su vez de la sentencia en materia penal que condena o absuelve.

Tiene pues esta materia, propia del derecho administrativo, una naturaleza o conformación que la asimila, en muchos aspectos, al derecho penal tanto sustantivo como adjetivo. Y es en este marco y con el tratamiento del agravio sobre el exceso de punición en que creo que debe comenzarse – y resolverse en justicia – la cuestión controvertida en el sub lite.

No entro en el análisis de los agravios referidos a los vicios del procedimiento sumarial, pues teniendo este como finalidad exclusiva la constatación de la falta imputada al agente, y habiendo reconocimiento y acreditación plena de dicho hecho, reconocimiento: por parte de la actora (ver demanda capítulo III Hechos, pág. 86 vta.); acreditación: ver testimoniales sumario administrativo Nº 1/05 acollarado, toda discusión o controversia sobre dicho punto resulta irrelevante para la solución de la presente litis.

3º) Surge del sumario administrativo (y se encuentra corroborado en el expediente judicial por el propio relato que hace la actora en su escrito de demanda, tal lo señalado en el considerando anterior in fine) que la actora incurrió en una conducta – un hecho en concreto, ordenar un traslado de un recurso presentado fuera de término – contrario a los deberes de lealtad, diligencia y legitimidad que le imponen el ordenamiento jurídico en el desarrollo de la importante función que le ha conferido el Estado provincial en el ámbito de su Poder Judicial.

Queda en claro que la actora - al haber ordenado a una subalterna redactar el borrador de un despacho que a todas luces resultaba no ajustado a derecho, y que a la postre fuera suscripto por el Sr. Presidente de la Cámara donde prestaba funciones -, cometió, sin duda alguna, no solo un acto inapropiado sino que incurrió en una falta disciplinaria de marcada entidad, en tanto y en cuanto la misma implica una falta de respeto múltiple: a sus superiores, a su subordinados y a los propios letrados y litigantes, como asimismo, un actuación ilegítima y negligente.

La cuestión probada y no discutida sobre este hecho es lo que me decide a entrar en el examen del agravio sobre el exceso de punición, en tanto y en cuanto ninguno de los anteriores agravios formulados por la parte actora – de tipo procedimental - pueden enervar la contundencia de la falta cometida y del derecho a una sanción, tal lo ya adelantado.

Creo en cambio que – en el marco de las consideraciones preliminares efectuadas al encabezar mi voto –  corresponde analizar si, la resolución que dispone la cesantía de la actora por el hecho probado, resulta legítima y razonable de acuerdo al plano jurídico, fáctico, lógico y teleológico y a los principios que involucra la cuestión objeto de litis.

4º) El primer análisis a realizar en esta cuestión se debe centrar en primer medida sobre el propio acto administrativo sancionatorio. Haciendo una lectura atenta de sus resultandos y considerandos se observa que en ningún momento se hace mención a los antecedentes de la accionante, elemento fundamental tanto para calificar la conducta de la sancionada como para graduar equitativamente la sanción en atención a los factores atenuantes que puedan configurar dichos antecedentes.

Si bien el Acuerdo Nº 2.300, reglamentario del proceso administrativo disciplinario en el ámbito del Poder Judicial, no regula expresamente la consideración de los antecedentes y las circunstancias de atenuantes y agravantes, la misma deviene obligatoria por constituir un principio de la tutela administrativa en esta parcela del derecho administrativo, y por estar contemplada - desde larga data - en diferentes cuerpos legales y reglamentarios sobre la potestad y procedimiento disciplinario. Entre otros podemos mencionar los siguientes: art. 1-I a) del Dec. Reg. 4.161/96 que impone la obligación al inicio del sumario de adjuntar copia del legajo personal del sumariado con todos sus antecedentes; art. LXX inc. b) sobre agravantes y atenuantes, del mismo cuerpo normativo. A nivel nacional ya el Decreto 1790/80 (reglamentario de la Ley 22.140) disponía - en sus artículos 82 y 83 inc. e) - la agregación del legajo personal del sumariado al sumario de instrucción y que se contemplaran las condiciones personales del sumariado a los efectos de la graduación de la pena en caso de corresponder.

La actualmente vigente Ley 25.164 que vino a derogar y reemplazar a la Ley 22.140, expresamente regula en su artículo 28 el principio de proporcionalidad de la sanción y la obligación de graduarse la pena en base no solo a la gravedad de la falta sino también en base a los antecedentes del agente. Entendemos que este principio resulta liminar al momento de definir con justicia el monto o tipo de pena y su correlación no solo con los hechos imputados y probados sino con los hechos agravantes y atenuantes inherentes al caso (Cfr. Fiorini, Bartolomé A., “Manual de Derecho Administrativo”, pág. 611; García de Enterría, Eduardo, Ramón Fernández, Tomás, “Curso de Derecho Administrativo”, T II, pág. 179).

Finalmente debemos señalar que el actualmente vigente Acuerdo Nº 3354 que deroga y reemplaza el título IV sobre Régimen Disciplinario del Acuerdo Nº 2300, expresamente contempla en sus artículos 52 y 90 la meritación de las circunstancias y condiciones personales del sumariado que puedan tener influencia en la graduación de la falta y la sanción.

5º) Ninguna de estas circunstancias han sido tenidas en cuenta por el voto de la mayoría que impone la sanción de cesantía a la actora. No se hace mención en los vistos ni en los considerandos de dicho voto a los antecedentes personales de la accionante, a su trayectoria en el poder judicial, a sus faltas o méritos  anteriores al hecho puntual que determinó la sanción objeto del sub lite, a la falta o acreditación de inconductas y sanciones anteriores.

Teniendo el legajo personal de la accionante – Nº 197241 – a mi vista, veo que tomó posesión del cargo, como auxiliar 4º de la Excelentísima Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro el día 31 de octubre de 1972 (ver fs. 316). Es decir, que al momento del hecho imputado – de fecha 2 de agosto de 2005 – la actora estaba a punto de cumplir 33 años de servicios en la misma dependencia judicial.

La actora en esos casi 33 años hizo un cursus honorum en su carrera judicial que la llevó a que fuera ascendida – de acuerdo a las constancias del legajo personal – a los siguientes cargos: Auxiliar 2º con fecha 5-4-1973; a Auxiliar 1º con fecha 29-8-1974; a Oficial 5º con fecha 27-4-1976;  Oficial 2do. año1985; Oficial 1º 8-3-1988; finalmente surge de la documental glosada al legajo nota del año 1997 suscripta por la accionante en carácter de Oficial Mayor.

Este detalle muestra que la actora tuvo un desempeño correcto, eficaz y continuado que fue valorado por los distintos integrantes de la Cámara que la ascendieron durante el extenso período de 32 años seis veces, llegando al cargo máximo para el personal no letrado. La única hoja de calificaciones que obra en el legajo mencionado a fs. 243 da cuenta, en el período comprendido entre el 1/1/1986 y el 31/12/1986, de una calificación total de nueve (9).

No obran en el legajo sanciones disciplinarias.

6º) Señalaba ya con acierto – y gran sabiduría de vida - aquel gran maestro del Derecho Administrativo que fue el Dr. Rafael Bielsa, que las penas disciplinarias deben empezar por las correctivas – “corrección pedagógica” o “poenae medicinales” como mencionaba Mayer -, ya que la primer finalidad de la sanción debe ser “la de mejorar el órgano o agente que ejecuta el servicio y solo separar al agente cuando la mejora no es posible” (Cfr. Bielsa, Rafael, “Derecho Administrativo y Ciencia de la Administración”, pág. 147, Lajuane Editores, 1929).

Este principio o directiva que enunciaba el maestro Bielsa allá por el año 1929 tiene hoy en día un marco de actuación mucho mayor que en aquel tiempo, a poco que se repare que el mismo se emparenta con otros derechos y principios que reconoce el ordenamiento jurídico vigente como lo son el derecho a la estabilidad en el empleo público (art. 14 bis C.N.; art. 103 inc. 12 CPBA), el derecho a la dignidad de la persona (art. 11 Convención Americana sobre Derechos Humanos), y en lo concreto a la materia disciplinaria, el derecho a una sanción que respete los principios de razonabilidad (Cfr. Art. 28 CN) y de proporcionalidad (Cfr. Art. 7 inc. f Ley 19.549; y art. 103 in fine Ley 7647/70). Principios estos últimos íntimamente ligados o relacionados, ligazón ya reconocida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la década del cuarenta del siglo anterior a partir del caso “Pedro Inschauspe Hermanos” (CS, Fallos 189: 483) y reiterado, más recientemente, en el caso “Spinoza Melo”.

7º) No encuentro que el voto de mayoría haya hecho una aplicación razonable de todos los principios que regulan la materia en el caso sub lite y expuestos en los considerandos anteriores. Tampoco tengo por probada una de las faltas imputadas, falta que sin duda – de haberse probado – fundaría razonablemente una sanción de la gravedad de la cesantía impuesta a la actora. Me estoy refiriendo a que la falta cometida por la Sra. De Vedia hubiera “afectado el prestigio del Poder Judicial”  como se le imputa.  Finalmente debo señalar que el hecho imputado – y probado – no puede encuadrarse en ninguno de los tipos regulados por el artículo 72 del Acuerdo Nº 2.300. Por el contrario, el mismo se encuadra claramente en los tipos correctivos regulados por los incisos 2º y 3º del artículo 71 de dicho cuerpo reglamentario. Me adentraré al análisis probatorio que claramente conduce a lo afirmado en el presente párrafo, en especial a la abundante y calificada prueba testimonial rendida tanto en la actuación administrativa como en la judicial.

Como surge del caso el improcedente traslado conferido de la apelación extemporánea presentado por el Dr. Martín Icazatti en los autos “Catarina c/ Banck of Boston s/ daños y perjuicios” perjudicaba a la parte representada por los Dres. Guillermo Ernesto Sagués y Pedro Alberto Carbó. A fs. 19 declara como testigo en el sumario Nº 1/05 el Dr. Guillermo Ernesto Sagués. Manifiesta textualmente “El declarante quiere dejar constancia del impecable concepto que siempre tuvo y tiene de la Sra. Julia de Vedia, por conocerla y conocer su trabajo en la Cámara desde hace prácticamente treinta años” y “que se encuentra mortificado… por cuanto no tiene ninguna duda acerca de su honestidad”.

Como puede precisarse de este testimonio calificado – por la larga y honorable trayectoria del Dr. Guillermo Ernesto Sagués, quien entre otros cargos ha desempeñado la presidencia del Colegio de Abogados de San Isidro – no solo surge que la conducta de la Sra. De Vedia no parece haber afectado el prestigio del Poder Judicial en el foro de dicho departamento judicial, sino que el buen concepto de que goza la actora entre los abogados de San Isidro se mantiene aún después de cometido el hecho que se juzga en el sub lite. Sin duda que el colega abogado que testimonia ha sabido – con una justa dosis de sabiduría y comprensión – sopesar toda una trayectoria de buena conducta contra un acto ilegítimo de un momento de desvío.

A fs. 20 del mismo sumario declara como testigo el Dr. Pedro Alberto Carbó, socio del Dr. Sagués y letrado a cargo del expediente mentado. El Dr. Carbó relata los pormenores del íter procesal que condujeron a dar un traslado incorrecto en su perjuicio, pero aclarando que: “El día 5 de agosto pudo corroborar que había sido declarado desierto el recurso de la demandada, motivo por el cual, en lo que a su parte respecta la cuestión estaba normalizada”. Es decir, que de las propias palabras del letrado perjudicado el hecho no tiene la entidad que la mayoría le imputa. Es decir, la supuesta inconducta notoria imputada a la actora no tiene la gravedad y extensión que la mayoría del órgano administrativo pregona. Agrega el declarante que “conoce a Julia de Vedia desde hace muchos años y siempre ha actuado correctamente, siendo que jamás tuvo conocimiento de que obrara beneficiando o perjudicando a nadie. En este caso particular, está convencido que de ninguna forma ha tratado ella de perjudicar ni a él ni a la parte que representa”.

Se tratan estas sin duda de declaraciones fundamentales para hacer mérito de la conducta de la accionante en un contexto amplio que tenga en cuenta toda su trayectoria como servidora pública del Poder Judicial. Las declaraciones que he trascripto no son las de letrados amigos de la sancionada o de aquellos que se han visto favorecidos con su ilegítimo proceder, sino precisamente la de los abogados perjudicados por el hecho imputado a la misma. Por ello su testimonio tiene una calificación y proyección fundamental a la hora de evaluar la gravedad de la conducta reprochada.

8º) Las declaraciones testimoniales prestadas en la causa judicial corren por similares carriles. Así, a fs.  184 presta declaración el Dr. Eduardo O. Alonso, ex integrante de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Isidro. Al momento de los hechos el Dr. Alonso era socio del Dr. Sagués y se desempeñaba como presidente del Tribunal de Disciplina del Colegio de Abogados de San Isidro. Es decir, se trata de otro conspicuo integrante de dicho foro judicial. A la pregunta Tercera contesta que: “….la Sra. De Vedia era muy conocida y reconocida en el ámbito del Poder Judicial de San Isidro”. Más adelante señala que: “La cesantía de la Sra. De Vedia….generó disconformidad no solo de las personas intervinientes sino también en el foro de San Isidro porque se entendió que la sanción era excesiva, máxime cuando no había mediado perjuicio a los letrados actuantes ni a sus representados” (el acentuado es nuestro). Finalmente reitera textualmente que: “En cuanto a la falta cometida entiende que de modo alguno generó inconvenientes ni afectación del prestigio ni de la imagen del Poder Judicial”. Sin duda una declaración contundente de un testigo que sabe de lo que habla por haber integrado durante 22 años el Poder Judicial provincial, pero además por pertenecer al  Colegio de Abogados de San Isidro donde se desempeñaba al momento de los hechos como presidente del Tribunal de Disciplina de dicho órgano colegial.

No menos elocuente resulta el testimonio del Sr. Alberto Pablo Montes de Oca, oficial mayor del Juzgado Civil y Comercial Nº 4 de San Isidro e hijo de un Juez que integró la Cámara donde prestaba servicios la accionante. El testigo, en respuesta a la pregunta quinta, sostiene que tanto los abogados como a los jueces a los que consultó por la sanción disciplinaria sostenían “…que era una desmesura la sanción aplicada”. Preguntado por si el acto imputado a la Sra. De Vedia causaba desprestigio al Poder Judicial contestó: “Contesta que no. Considera que fue al contrario, que la sanción aplicada fue la que generó desprestigio por haber sido desmedida”.

A fs. 320 presta declaración testimonial el Dr. Pedro Enrique Trotta, Director Provincial de Personas Jurídicas al momento de la declaración y ex presidente del Colegio de Abogados al momento de los hechos controvertidos en el sub-lite. El Dr. Trotta, a la pregunta tercera, menciona que se interiorizó del caso y tuvo contacto con el Dr. Sagués, quien le manifestó que “no había habido ningún perjuicio económico” para sus clientes. En respuesta a las preguntas cuarta y quinta manifiesta que el comentario del foro era “la desproporción entre sanción y el hecho en sí”; agrega “El comentario en todos esos ámbitos que la pregunta específica era que lo negativo fue la sanción y la falta de desproporción entre el hecho y la sanción”. A la pregunta Sexta, referida a los efectos de la sanción entre los integrantes del foro, contestó: “La reacción fue de rechazo, de desagrado”; “El tema fue muy hablado porque De Vedia era en San Isidro una persona muy conocida y muy respetada. Era una persona que sabía muchísimo. Era una suerte de “Institución” en el departamento judicial”.

De los numerosos testimonios prestados por calificados abogados e integrantes del Poder Judicial surgen dos cuestiones que no pueden ser soslayadas a esta altura: la primera es aquella relacionada al desprestigio del Poder Judicial, desprestigio que según los declarantes surge no del hecho cometido por la actora sino de la desmesura punitiva de la sanción impuesta a la accionante. La segunda cuestión también de suma importancia para la resolución de esta litis la constituye la altísima valoración de la funcionaria sancionada con pena expulsiva en el foro departamental de San Isidro. El Dr. Trotta, actual funcionario de la Provincia de Buenos Aires en el Ministerio de Justicia y Presidente del Colegio de Abogados de San Isidro al momento de los hechos controvertidos, no duda en calificar a la Sra. De Vedia como una suerte de “institución” en el departamento judicial.

9º) Sin duda que los elementos de pruebas acompañados e individualizados en los considerandos anteriores me llevan a la firme convicción de que la sanción impuesta a la actora excedía ampliamente la entidad de la falta cometida por un lado, y por otro no meritaba toda una vida de desempeño correcto, honesto, eficaz dentro del Poder Judicial y del órgano judicial donde se desempeñaba, como el que dan cuenta las cosntancias documentales allegadas y los calificados testimonios prestados por prestigiosos integrantes del foro departamental de San Isidro, que debieron ser tenidos en cuenta – como atenuantes - por el voto de mayoría para la justa composición de la pena.

Debo señalar y reiterar que del legajo de la actora no surgen sanciones anteriores en el extenso desempeño de su función pública. Por otra parte el hecho que motivó la conducta negligente de la actora no estuvo motivado en la búsqueda de una ventaja económica – su honestidad no está en juego - ni en el ocultamiento de una falta propia. En todo caso su debilidad se debió a un acto de compasión impropio ante la angustia que le manifestó un joven profesional - que no aplicó la diligencia y seriedad que su responsabilidad profesional le imponía – y que acudió en busca de un desviado socorro.

10º) Desde este punto de vista sin duda el acto administrativo aparece viciado en su elemento causa, es decir, en las circunstancias de hecho y de derecho que dan fundamento a la decisión administrativa – Cfr. Art. 108 Ley 7647/70; Cfr. Marienhoff, Miguel S., “Tratado de Derecho Administrativo”, T II, pág. 298; -, por cuanto en lo concreto el hecho que constituye la falta no resulta de la gravedad señalada en los antecedentes ni de los considerandos del mismo acto, no ajustándose a derecho por ello, tampoco al encuadre jurídico pertinente a dicho hecho; el mismo debió encuadrase – teniendo en cuenta el hecho imputado, los antecedentes y la conducta desarrollada por la actora en su larga trayectoria judicial – en el marco de las sanciones correctivas reguladas en los artículos 70 y 71 del reglamento de disciplina vigente en aquel momento (Acuerdo Nº 2.300) (Cfr. SCBA, causa B-62897, sentencia de fecha 9-9-2009).

En definitiva se trata de un acto viciado por un exceso de punición en el marco de las facultades disciplinarias – summun jus, suma injuria – por lo que en atención a todo lo expuesto voy a proponer a mis distinguidos colegas hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto acogiendo la pretensión anulatoria y declarando la nulidad de los actos administrativos sin número que impusieron la sanción de cesantía a la actora (fs. 48/52, expediente administrativo Nº 1/05) y rechazaron el recurso de reconsideración interpuesto por la actora contra la misma (fs. 68/69 Expte. administrativo Nº 1/05), debiendo la autoridad accionada dictar nuevo acto de acuerdo a las consideraciones vertidas en la presente sentencia, en el plazo de 60 días de la notificación de la presente. Las pretensiones relativas a los daños y perjuicios peticionados se deben posponer hasta la sanción del acto administrativo cuya producción se ordena por medio de la presente sentencia. Las costas deberán distribuirse por su orden (art. 51 del CPCA) y diferirse la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno (conforme art. 31 del Decreto Ley Nº 8.904/77).

ASI LO VOTO.

El señor Juez Jorge Augusto Saulquin no suscribe la presente por encontrarse en uso de licencia por compensación de descanso anual (Resolución SS7694/10).

La señora Jueza Ana María Bezzi votó a la cuestión planteada en igual sentido y por los mismos fundamentos que el señor Juez Hugo Jorge Echarri, con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente

SENTENCIA

En consecuencia, en virtud del resultado del acuerdo que antecede, este Tribunal RESUELVE: 1º) Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto acogiendo la pretensión anulatoria y declarando la nulidad de los actos administrativos sin número que impusieron la sanción de cesantía a la actora (fs. 48/52, expediente administrativo Nº 1/05) y rechazaron el recurso de reconsideración interpuesto por la actora contra la misma (fs. 68/69 Expte. administrativo Nº 1/05), debiendo la autoridad accionada dictar nuevo acto de acuerdo a las consideraciones vertidas en la presente sentencia, en el plazo de 60 días de la notificación de la presente. Las pretensiones relativas a los daños y perjuicios peticionados se posponen hasta la sanción del acto administrativo cuya producción se ordena por medio de la presente sentencia; 2°) Distribuir las costas de Alzada en el orden causado (art. 51 del CPCA); y 3°) Diferir la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno (art. 31 del Decreto Ley Nº 8.904/77).

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase.

ANA MARÍA BEZZI

HUGO JORGE ECHARRI

ANTE MI

ANA CLARA GONZALEZ MORAS

Secretaria

Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo – San Martín
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